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ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el justiciado Hervinson Guejía Dagua contra los Juzgados Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y Tercero Penal del Circuito de Pereira, para deprecar el amparo de su derecho fundamental al debido proceso.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Sobre la situación fáctica refirió el actor haber sido condenado a 74 meses y 6 días como pena aflictiva de su libertad y multa en cuantía de $ 217.321.200 en su condición de autor responsable del delito de fabricación, tráfico y porte de estupefacientes, y al estimar cumplidas las 2/3 de la sanción, solicitó del juez que vigila la ejecución de la misma su libertad condicional, mas el Juzgado señalado le negó tal beneficio argumentando la gravedad de la conducta punible y el no pago de la multa impuesta, decisión que al ser recurrida fue confirmada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito.

Anota que al promover esta acción procura ‘controvertir’ lo expuesto por los jueces y aseguró que ha observado conducta ejemplar y se encuentra en una fase mínima de seguridad; precisa además que el pago de la multa no puede ser cortapisa para obtener la libertad condicional, y con la actividad judicial denunciada se le han vulnerado los derechos a un debido proceso y a la igualdad.
La actuación.
Admitida la acción y comunicada a los jurídicamente interesados, el titular del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de esta ciudad, se pronunció para señalar que la actuación se surtió dentro de los parámetros legales, sin violación de los derechos invocados, según se desprende de las decisiones adoptadas.
Precisó frente a la imposición del pago de la multa, que la norma es integral y no excluye su cancelación para hacer procedente el otorgamiento del beneficio, situación decantada según la línea jurisprudencial que cita. Anexó copia de las decisiones judiciales de fechas 30 de diciembre de 2009 y 24 de febrero de 2010, los que son objeto de la acción.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los presupuestos trazados por los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Se cuestiona por esta vía las actuaciones de los Jueces Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y Tercero Penal del Circuito de es ciudad, al decidir en sentido adverso a las pretensiones del sentenciado Guejía Dagua su petición de libertad condicional, con lo cual considera vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad.
SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
Previo al abordamiento del presente caso, resulta menester hacer precisión sobre los diferentes temas que abarcan la vulneración al debido proceso, los presupuestos de esencia para determinarla y la intangibilidad de las decisiones judiciales, orientada por los principios de legalidad y acierto como generadores de la seguridad jurídica.
Con suficiencia está decantado que la acción de tutela es un mecanismo excepcional cuando quiera que la misma se promueve contra las providencias de los jueces, siempre y cuando que en ellas se contengan ostensibles defectos constitutivos de causales de procedibilidad que deben ser conjurados frente a la inexistencia de otro medio de defensa judicial.

A este instituto no puede acudirse de manera general, sino previo el lleno de requisitos definidos por la jurisprudencia, obsérvese:
“En la sentencia C-590 de 2005
 la Corte Constitucional definió el conjunto de “requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales”, los cuales fueron agrupados en el siguiente orden: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados; (vi) que no se trate de sentencias de tutela”. 

En igual sentido esa Alta Corporación lo ratificó así:

“La Sala ha sostenido de manera reiterada que, con el fin de respetar la autonomía judicial y no desconocer la intangibilidad de la cosa juzgada, el amparo constitucional contra providencias judiciales tiene carácter excepcional.

“Su viabilidad se ha admitido cuando se constate sin dificultad que la decisión objeto de reproche adolece de algún defecto orgánico, procedimental absoluto, fáctico, material o sustantivo, un error inducido, carece por completo de motivación, desconoce el precedente o viola directamente la Constitución. No obstante, para que el juez constitucional pueda adelantar ese estudio es preciso que previamente confirme que en el caso concreto se cumplen los requisitos genéricos de procedibilidad que habilitan la interposición de la acción,…”.
“(….)” 

La determinación judicial desarrollada en dos instancias y que el penado Guejía Dagua convirtió en blanco de ataque, corresponde a la negativa del juez de ejecución de penas en otorgarle el beneficio de libertad condicional, al cuestionar el aspecto subjetivo que envuelve la personalidad del petente y que de otro lado, no se ha allanado al pago de la multa impuesta como pena principal concurrente. El Juez 3º Penal del Circuito de Pereira, en ejercicio de la competencia legal, al asumir la segunda instancia, le impartió ratificación.
El asunto fundante de la reclamación de los derechos, se edifica en la pretensión de un nuevo análisis de los argumentos expresados por los jueces naturales al pronunciarse sobre la solicitud de libertad condicional y para el efecto sostiene su “… deseo de controvertir lo expuesto por los jueces al negarme la libertad”.
La exposición de motivos que inserta a renglón seguido va toda orientada a tratar de desvirtuar los argumentos inmersos en las decisiones atacadas, pero en nada se relacionan con una posible vulneración de los derechos fundamentales invocados.
El decantamiento jurisprudencial sobre la utilización de esta acción como mecanismo para tratar de anular decisiones judiciales, enseña que no está autorizado el operador constitucional para inmiscuirse en la órbita funcional del juez ordinario, porque toda decisión judicial está precedida de la doble presunción de legalidad y acierto y que por ende, entraña el principio de seguridad jurídica, cuya remoción del mundo jurídico sólo podría presentarse en casos muy excepcionales
En lo que respecta al convencimiento a que llegó el Juez luego de valorar la carga probatoria, ello hace parte de su facultad reglada y no tiene asidero modificar aquella postura sino mediante los recursos ordinarios, porque la tutela no está llamada a prosperar, en tratándose de que tal autonomía está dada a partir de la Carta Política, cuyo cánon 230 determina que para administrar justicia, el operador sólo estará sometido al imperio de la ley.

Reciente jurisprudencia, del máximo Tribunal de Justicia ordinaria, precisó:

“5. Bajo tales premisas,  se tiene que el análisis de los funcionarios accionados se llevó a cabo no sólo sobre las exigencias legales, sino en relación con el criterio jurisprudencial sentado por esta Corporación en relación con el tema, sin que sea dable concluir que con la decisión por ellos  proferida, se le vulneró algún derecho fundamental a la accionante o a las menores víctimas.

“En consecuencia, el llano desacuerdo respecto de las decisiones adoptadas, carecen de entidad para tacharlas como causales de procedibilidad, pues el principio de autonomía de la función jurisdiccional impide al juez de tutela inmiscuirse en pronunciamientos como los cuestionados sólo porque el sujeto procesal no lo comparte o tiene una comprensión diversa a la de la autoridad judicial.

“Equivocado entonces resulta  el que SANDRA MILENA GUTIÉRREZ RAMÍREZ, en su calidad de representante de las víctimas  y el titular de la Fiscalía Quinta de la Unidad de Vida de la ciudad de Pereira,  hayan acudido en este caso al mecanismo de amparo  con el propósito de desconocer las actuaciones cumplidas por los funcionarios judiciales demandados, cuando las finalidades previstas para la acción pública no son las de una tercera instancia ni las de un mecanismo paralelo a los procedimientos ordinarios”. 

Así que los factores concomitantes de la conducta penal que ahora aduce el fulminado Hervinson Guejía, son situaciones de orden subjetivo que deben ser apreciadas en su entorno natural, esto es, en el juicio y no en sede constitucional, porque se reitera, el argumento que plasman los jueces en sus decisiones, hace parte de la esfera de su autonomía, y en el presente caso no se advierte contrario a los parámetros legales que regulan la institución jurídica objeto de estudio y decisión.
Por lo demás y frente a los aspectos de forma en que se desarrolló el trámite surtido con ocasión de la solicitud de libertad y las competencias asignadas, corresponde a las regladas por la ley adjetiva penal, y no atisba la Corporación que se hubiere incurrido en desconocimiento del debido proceso o derecho de defensa.

Tampoco encuentra esta célula judicial ningún fundamento para predicar que a Guejía Dagua se le esté afectando el derecho a la igualdad, debido a que su situación no tiene punto de comparación con ninguna otra determinación judicial legalmente producida, en la que se haya concedido el beneficio referido, entre otras razones, porque los criterios plasmados por los jueces aquí demandados se hayan conformes con las normas que disciplinan el instituto jurídico de la libertad condicional, de tal suerte que en el evento de haberse concedido algún beneficio de esta naturaleza sin el lleno de los requisitos exigidos por la norma, sería contrario a la ley y por consiguiente no merecería asimilación con el caso del aquí demandante.
Los argumentos esgrimidos permiten a la Sala arribar a la conclusión de que la acción deviene improcedente, como quiera que no surge aquella pretendida vulneración de los derechos fundamentales reclamados, por lo que habrá de negarse tal protección.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Negar por improcedente la protección del derecho fundamental invocado por el sentenciado Hervinson Guejía Dagua.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

Tercero: Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, si esta decisión no fuere impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









   Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
   MARIA EUCARIS PARRA JARAMILLO
Magistrado
 


   Secretaria
�  En esta sentencia la Corte declaró inexequible la expresión  “ni acción”, que hace parte del artículo 185 de la Ley 906 de 2004.


� C.S.J. Sentencia T-47.149 de 13 de abril de 2010 – MP. José Leonidas Bustos Martínez.


� Sentencia T-47.062 de 17 de junio de 2010 – MP Augusto J. Ibáñez Guzmán


� Casación Penal – Radicación No. 49878 – Sentencia de 31 de agosto de 2010 – MP. Javier Zapata Ortiz. 
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